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I. INTRODUCCIÓN


En su trigésimo segundo período ordinario de sesiones, la Asamblea General adoptó la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02), en la que se reconoció que “la modernización y reforma se ha tornado en un proceso permanente de la Organización para fortalecer su capacidad de responder con eficiencia y eficacia a los mandatos y necesidades cambiantes”. Como parte de este proceso, la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa (JID) y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y alcanzar un consenso en torno a su situación con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”. 

La resolución AG/RES. 1848 se originó en el Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente sobre la Reestructuración y Modernización de la OEA, que copresidió Ud. con el Embajador Esteban Tomic Errazuriz, de Chile. Como parte del seguimiento de las labores de este Grupo, Ud. solicitó una opinión legal informal sobre la situación actual de la Junta Interamericana de Defensa (la “JID”, la “Junta de Defensa” o la “Junta”) y posibles opciones para modificar su situación dentro del Sistema Interamericano. Es nuestra opinión que la Junta Interamericana de Defensa es una entidad del Sistema Interamericano con muchas de las características de los órganos de la OEA y sujeta en última instancia a las decisiones de la Asamblea General de la OEA; no obstante, nunca se ha reconocido “formalmente” o de manera directa a través de una resolución de la Asamblea General o de sus predecesores institucionales como órgano de la OEA de conformidad con el Artículo 53 de su Carta. Así pues, hasta donde es posible establecer una analogía con el parentesco familiar, la relación entre la Junta y la Organización podría caracterizarse como de hijastra a madrastra. La JID no ha sido adoptada legalmente por la familia de la OEA.

En nuestra opinión, la Asamblea General de la OEA está facultada con base en el Artículo 54 de la Carta para adoptar una resolución en la que designe a la JID como órgano de la Organización, ya sea como Agencia Especializada de la OEA con base en el Capítulo XVIII y el Artículo 53(h) de la Carta, según el cual la relación entre la Junta y la OEA se establecería en un Acuerdo entre ambas instituciones, o como “entidad” de la Organización con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta, para lo cual la relación se establecería en un Estatuto aprobado por la Asamblea General.
 Consideramos que ninguna de estas opciones plantea una ventaja legal sobre la otra; sin embargo, por razones históricas, optaríamos por que se designara a la Junta un Organismo Especializado con base en el Artículo 53(h) y el Capítulo XVIII de la Carta.

En el texto que sigue expondremos las razones de esta opinión. En la Parte II, revisaremos brevemente la ausencia de un consenso en torno a la situación de la JID y las razones por las que la JID seguirá siendo hijastra institucional de la Organización en tanto la Asamblea General no adopte una resolución que clarifique esta situación. En la Parte III se describe la autoridad que tiene la Asamblea General sobre la Junta (similar a la que tiene un padrastro o madrastra sobre su hijastro menor de edad) y se muestra que la Junta está de hecho más íntimamente ligada a la Organización y a la Asamblea General que muchos de los órganos oficialmente designados de la OEA. En la Parte IV se analizan dos opciones para la integración formal de la Junta como órgano de la Organización: la de designar a la Junta como Organismo Especializado con base en el Capítulo VIII de la Carta y la de designarla y recrearla como “entidad” con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta. Anexamos resoluciones propuestas para ambas opciones.

II. LA FALTA DE CONSENSO RESPECTO A LA DEFINICIÓN 
DE LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA JUNTA

La situación de la Junta de Defensa dentro de la Organización ha sido tema de opiniones encontradas y debates desde la creación de la Organización en 1948. Las distintas posturas y sus razones se reflejan en un informe elaborado por el Departamento de Derecho Internacional de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos (la “SAJ”) para la Comisión de Seguridad Hemisférica (la “CSH”) el 29 de febrero de 2000 (“Informe SAJ 2000”).
 

A.
Apoyo para la postura de que la Junta es un órgano de la OEA

El informe SAJ 2000 incluye, entre otros, un amplio estudio (el “Informe DAJ 1978”), elaborado por el entonces Departamento de Asuntos Jurídicos, predecesor institucional de la actual Secretaria de Asuntos Jurídicos. El Informe DAJ 1978 concluyó que la Junta de Defensa es una “entidad” de la Organización con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta.
 Los autores del Informe DAJ basaron esta conclusión en los fuertes vínculos operativos y jurídicos entre la Junta y la OEA, que se han consolidado a lo largo de los últimos 55 años. Estos vínculos incluyen: el hecho de que parte del financiamiento de la JID proviene del presupuesto de la OEA según se estableció en la Novena Conferencia Internacional Americana, la misma reunión de los estados miembros en que se creó la OEA en 1948; el hecho de que varios órganos de la OEA, incluidos la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, la Asamblea General y el Consejo Permanente de la OEA hayan encargado a la Junta ciertas funciones y actividades a lo largo de los años para cumplir con los mandatos de la Carta y otros objetivos establecidos por la Asamblea General; el hecho de que la Secretaría General de la OEA sea propietaria del edificio en que se ubican las oficinas centrales de la JID; el hecho de que, también de acuerdo con una resolución de la Novena Conferencia Internacional Americana, la Junta funja como secretaría para el Comité Consultivo de Defensa, un órgano establecido de conformidad con el Artículo 44 de la Carta de 1948 “para asesorar al Órgano de Consulta en los problemas de colaboración militar que puedan suscitarse con motivo de la aplicación de los tratados especiales existentes en materia de seguridad colectiva”; y el hecho de que la Asamblea General de la OEA esté facultada para disolver la Junta con base en la resolución XXXIV de la misma Conferencia. 

Estos mismos vínculos llevaron a F.V. García Armador, el más reconocido experto jurídico sobre la estructura de la Organización antes de su muerte en la década de los noventa, a llegar a esta misma conclusión. En su tratado, Sistema Americano, declaró:

Desde el punto de vista institucional, el hecho de que no fueran incorporados algunos mecanismos o entidades, tales como la Junta Interamericana de Defensa y la Comisión Interamericana de Paz. Son apenas excepciones que fueron superándose en la práctica por la participación de ambas en las actuaciones de órganos de la Organización. Desde este punto de vista, en rigor, únicamente cabe considerar —pero a partir de 1959— como parte del Sistema Interamericano y no de la Organización, al Banco Interamericano de Desarrollo.

B.
Apoyo para la postura de que la Junta no es un órgano de la OEA
El Informe SAJ 2000 contiene también un informe de la CSH de 1993 sobre la materia, así como el Informe del Relator para dicha Comisión, elaborado por el entonces Representante Permanente de Uruguay ante la OEA y actual Ministro de Relaciones Exteriores de ese estado miembro, el Dr. Didier Opertti. Ambos informes hacen referencia a los fuertes vínculos históricos y legales entre la OEA y la Junta, pero ninguno de ellos llega a la conclusión de que la Junta es un órgano de la OEA, y ambos aluden a la necesidad de una mayor clarificación por parte de la Asamblea General antes de que se pueda sustentar esta conclusión.


Varios factores apoyan la postura de que la Junta no es un órgano de la OEA, sino una entidad dentro del Sistema Interamericano vinculada estrechamente con la OEA por un presupuesto de aprobación común, un origen común (las Conferencias Internacionales Americanas) y objetivos y misiones compartidos. En primer lugar se encuentra la historia jurídica de la Carta, que señala que los estados miembros tomaron la decisión consciente de no incluir a la Junta como órgano de la OEA. En ese sentido el Informe DAJ 1978 explica:

Cuando el antiguo Consejo Directivo de la Unión Panamericana estaba preparando el Proyecto de Pacto Constitutivo del Sistema Interamericano que sirvió de base a la Carta de Bogotá, de conformidad con la resolución IX de la Conferencia de 1945 en la Ciudad de México, incluyó a la Junta Interamericana de Defensa como uno de los órganos del Consejo de la OEA con el nombre de “Consejo Interamericano de Defensa”.

Hubo oposición en la Conferencia de Bogotá a que se incluyera a la Junta entre los órganos del Consejo; algunas delegaciones afirmaron que la creación de un Consejo de esta índole en la Carta presuponía la necesidad permanente de un cuerpo militar dentro del sistema interamericano y que ello introduciría una nota discordante en relación con sus fundamentos pacíficos y, además, que haría difícil efectuar un cambio en el futuro o dar por terminadas sus labores. Se argumentó que la naturaleza específica de las actividades y antecedentes de dicha entidad no correspondía a la del Consejo de la Organización. Como resultado de esta oposición, la Junta no fue incorporada en la carta de Bogotá.

Además, la Junta no reúne los requisitos formales para ser un Organismo Especializado con base en el Artículo 53 del Capítulo XVIII de la Carta, puesto que nunca la ha designado como tal la Asamblea General de la OEA (ni su predecesor, el Consejo de la OEA) como lo exige el Artículo 125 de la Carta. Tampoco reúne los requisitos técnicos para ser una “entidad” de la OEA con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta. En ese párrafo se habla de “órganos subsidiarios, organismos y otras entidades” que “se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones”.
 La Junta no se estableció “de acuerdo con sus disposiciones [las disposiciones de la Carta]” porque se creó en 1942,
 seis años antes de la adopción la Carta y nueve años antes de su entrada en vigor. 

C.
Necesidad de una resolución de la Asamblea General para clarificar la situación de la Junta
Las distintas conclusiones que se expresan en el Informe DAJ 1978, por un lado, y el Informe del Relator de 1993, por el otro, reflejan la ausencia de consenso en torno a la situación de la JID. No obstante, ambos informes están de acuerdo en que existen vínculos históricos y jurídicos significativos entre ambas instituciones, en que nunca ha existido una resolución ni de la Asamblea General ni de los órganos que la antecedieron en que se designe a la Junta como órgano de la OEA
 y en que se requiere alguna medida por parte de la Asamblea General para clarificar la relación legal entre la Junta y la Organización.
 En esto estamos de acuerdo. En tanto no se defina esta relación con claridad, lo más probable es que la JID siga siendo la hijastra institucional de la Organización. 

III. RELACIÓN ACTUAL ENTRE LA JUNTA Y 
LA ASAMBLEA GENERAL DE LA OEA


Para fines prácticos, la disputa sobre si la Junta de Defensa es un órgano de la OEA es en gran medida académica. La categorización de la Junta como órgano no modificará significativamente su relación con la OEA. La Junta se encuentra ya substancialmente bajo el control de la Asamblea General, incluso en mayor medida que muchos de los organismos y entidades y tipos de órganos a que se hace referencia expresa en la Carta. Este control se deriva de la facultad de la Asamblea para disolver la Junta, de su poder para determinar una parte significativa de su presupuesto y de su control sobre su sede.


1.
La facultad para disolver la Junta

La resolución XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana establece que la Junta “continuaría actuando como órgano de preparación para la legítima defensa colectiva contra la agresión, hasta que los Gobiernos americanos por una mayoría de dos terceras partes, resuelvan dar por terminadas sus labores”. Como institución sucesora de las Conferencias Internacionales Americanas en que los ministros de relaciones exteriores se reúnen con poderes plenipotenciarios para tomar decisiones sobre cuestiones hemisféricas, la Asamblea General de la OEA es la instancia del Sistema Interamericano a la que le corresponde tomar esta decisión.

Cabe señalar que la Asamblea General no tiene facultades similares para disolver varios de los órganos que se reconocen expresamente en la Carta. Por ejemplo, no puede disolver el Consejo Permanente, el CIDI, el Comité Jurídico Interamericano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos o los Organismos Especializados establecidos mediante tratados interamericanos, como la OPS y el IICA. Esto se debe a que las facultades que otorga a la Asamblea General el Artículo 54 de la Carta no son ilimitadas. El último párrafo de este Artículo establece específicamente que la Asamblea General “ejercerá sus atribuciones de acuerdo con lo dispuesto en la Carta y en otros tratados interamericanos”. Así pues, la Asamblea General no puede disolver los Organismos Especializados establecidos con base en tratados interamericanos; tampoco puede disolver los órganos expresamente mencionados en el Artículo 53 de la Carta, como los que acabamos de mencionar. No existe una restricción similar con respecto a las entidades que la misma Asamblea General ha creado con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta de conformidad con sus atribuciones según el Artículo 54, ni con respecto a la Junta. La Junta no se estableció a través de un tratado interamericano y no se menciona expresamente en el Artículo 53 de la Carta. Asimismo, como ya se dijo antes, la Asamblea General tiene la facultad explícita de disolverla con base en la resolución XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana. 


2.
Control financiero
La resolución VII de la Novena Conferencia Internacional Americana le confirió el control del presupuesto de la JID a la Asamblea General de la OEA. En ella se establece que: “el presupuesto a que se refiere el Artículo 54 de la Carta incluirá los fondos requeridos por la Secretaría de la Junta Interamericana de Defensa”. La contribución anual de la OEA no es la única fuente de ingresos de la Junta, pero si la Asamblea General la redujera o eliminara, la Junta muy probablemente no podría operar.

Asimismo, la Carta no contiene ninguna indicación que requiera que la Asamblea General de la OEA, que es la que aprueba el presupuesto, continúe financiando indefinidamente a la Junta. Si los estados miembros hubieran querido que esta obligación fuera permanente, lo habrían especificado en el Artículo 54 de la Carta de 1948. Sin embargo, la incluyeron en una simple resolución de la conferencia. A diferencia de la Carta, esa resolución no es permanente y puede ser modificada por la Asamblea General, como sucesora institucional política de las Conferencias Internacionales Americanas.


La Asamblea General ejerce un control financiero adicional de la Junta a través de la propiedad por parte de la Organización del edificio donde se ubica la sede de la Junta, la Casa del Soldado. La Asamblea General tiene la facultad de ordenar a la Secretaría General, a cuyo nombre está el título del edificio, que venda o disponga por algún otro medio del edificio en cualquier momento. Una decisión de este tipo muy probablemente pondría a la Junta en un verdadero apuro financiero y limitaría sus actividades, excepto si los demás estados miembros o el país sede estuvieran en disposición de proporcionarle otras instalaciones.


En contraste, existen órganos de la Organización sobre los cuales la Asamblea General de la OEA no tiene un control financiero similar. Entre ellos se incluyen cuatro de las seis agencias especializadas: la OPS, el IICA, el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (“IPGH”), y el Instituto Indigenista Interamericano (“III”). Los presupuestos de estos cuatro órganos de la OEA son aprobados por sus estados miembros de acuerdo con sus documentos constitutivos y son propietarios o controlan de alguna otra forma las instalaciones de sus sedes. 


3.
Control político de facto

Como entidad especializada en cuestiones militares y de defensa, la Junta, como muchos de los Organismos Especializados con base en el Artículo 53(h) y el Capítulo XVIII de la Carta y las entidades con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta, es técnicamente autónoma en su área de competencia específica. Al igual que esas entidades, también responde políticamente ante la Asamblea General. Sin embargo, en el caso de la Junta, esta obligación no se deriva de una relación formal establecida mediante un tratado, un acuerdo con la Organización o una resolución de la Asamblea General. Se desprende simplemente del hecho de que la Asamblea General tiene la facultad suprema de disolver la Junta y ejerce control sobre su financiamiento. Para garantizar que esta facultad no se aplique en prejuicio suyo, la Junta, para propósitos prácticos (aunque no jurídicos), debe responder a las solicitudes y mandatos de la Asamblea General. 

IV. OPCIONES PARA DESIGNAR A JUNTA COMO ÓRGANO DE LA OEA


En caso de que los estados miembros de la OEA decidan clarificar la situación legal actual de la Junta en relación con la Organización designándola como órgano de la OEA, tendrán que decidir también si la incluyen entre los Organismos Especializados con base en el Artículo 53(h) y el Capítulo XVIII de la Carta, o como entidad de conformidad con el último párrafo del Artículo 53. En seguida se analizan estas dos opciones:

A.
La Junta como Organismo Especializado con base en el Capítulo XVIII de la Carta


Actualmente existen seis Organismos Especializados en la OEA: la OPS, el IPGH, el IICA, el III, el IIN y la CIM. Todos ellos, al igual que Junta, fueron creados con anterioridad a la Carta de 1948. 


La relación entre la Asamblea General de la OEA y los órganos especializados, para todo fin práctico, es muy similar a la relación entre Asamblea General y la Junta. Al igual que la Junta, los Organismos Especializados disfrutan de “autonomía técnica” pero deben “tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea General y de los Consejos, de conformidad con las disposiciones de la Carta”. Asimismo, deben informar anualmente a la Asamblea General sobre sus programas y operaciones.

La Carta no requiere que se determinen los detalles de la relación entre los Organismos Especializados y los otros órganos de la Organización en un estatuto adoptado por la Asamblea General. El Artículo 128 de la Carta establece que: “Las relaciones que deben existir entre los Organismos Especializados y la Organización serán determinadas mediante acuerdos celebrados entre cada Organismo y el Secretario General, con la autorización de la Asamblea General”. En la resolución AG/RES. 87 (II-0/72), la Asamblea General estableció pautas para estos acuerdos y otros requisitos jurídicos para la relación entre los Organismos Especializados y otros órganos de la Organización. Actualmente no existe un acuerdo de este tipo entre la JID y la Organización.

Para calificar como Organismo Especializado Interamericano de la OEA, una entidad debe cubrir los siguientes requisitos, establecidos en los Artículos 124 y 125 de la Carta. En primer lugar, debe ser intergubernamental. En segundo lugar, debe ser establecido por acuerdo multilateral. En tercer lugar, debe tener determinadas funciones en materias técnicas de interés común para los Estados Americanos. Y en cuarto lugar, debe ser designado como tal por la Asamblea General, previo informe “del respectivo Consejo” (por ejemplo, el Consejo Permanente o el CIDI) e incorporado en un registro que contiene a todos los Organismos Especializados que han sido aprobados.

No hay duda de que la JID satisface el primer requisito. Todos sus miembros son gobiernos americanos.

En nuestra opinión, satisface también el segundo requisito. El Informe de la CSH de 1993 sugiere que la conclusión de un tratado interamericano para la Junta podría ser un requisito necesario antes de que se pueda designar a la Junta como Agencia Especializada, porque el Artículo 124 define estos organismos como organismos “establecidos por acuerdos multilaterales”. Pero en el caso de la Junta no se requiere un tratado, por varias razones:

En primer lugar, la redacción del Artículo 124 se refiere a “acuerdos”, no a un tratado. Un “acuerdo” es un concepto mucho más amplio y puede incluir acuerdos de nivel ejecutivo sin calidad de tratados e incluso acuerdos celebrados en reuniones internacionales. De hecho, cuando la Asamblea General adoptó las Normas para la Aplicación y Coordinación de las Disposiciones de la Carta sobre Organismos Especializados Interamericanos (“Normas ISO”) en la resolución AG/RES. 87 (II-O/72), reconoció que dichos organismos no tenían que establecerse mediante “tratados” para calificar como tales en el marco de la Carta. En su parte pertinente, el Artículo 1 de las Normas establece que:

Artículo 1. Se consideran Organismos Especializados Interamericanos:

a.
Los Organismos Especializados existentes y registrados hasta la fecha de aprobación de estas normas generales.

b.
Los organismos intergubernamentales que se establezcan por tratados o convenciones multilaterales, que tengan determinados fines y funciones en materias técnicas de interés común para los Estados americanos. (El subrayado es nuestro).


La frase “tratados o convenciones multilaterales” apoya la interpretación de que el término “acuerdos” en el Artículo 124 es más amplio que “tratados”.


En segundo lugar, al aplicar el Artículo 124, es claro que los estados miembros han incluido dentro de la definición de “acuerdos internacionales” aquellos adoptados por los estados americanos en las Conferencias Internacionales Americanas anteriores a la Carta de 1948. De hecho, solamente tres de los actuales Organismos Especializados —el IICA, la OPS y el III— se establecieron mediante tratados interamericanos.
 En contraste, la CIM, el IPGH y el IIN se establecieron mediante resoluciones de conferencias interamericanas.
 Al igual que la CIM, el IPGH y el IIN, la Junta de Defensa fue establecida y reconstituida mediante resoluciones de conferencias interamericanas anteriores a 1948.
 Puesto que el Artículo 124 no se interpretaba como prohibición de designar a estas entidades como Organismos Especializados con base en el Capítulo XVIII de la Carta, no puede utilizarse para evitar que se le confiera la misma calidad a la Junta de Defensa si la Asamblea General así lo desea. 

La JID satisface fácilmente el tercer requisito de la Carta. La defensa es su área de especialización y la seguridad y defensa colectivas son áreas de interés común para los estados americanos según la Carta.

Lo único que falta, entonces, para la designación de la JID como Organismo Especializado de conformidad con la Carta es la designación de la Asamblea General misma. Esto podía hacerse fácilmente mediante una resolución de la Asamblea. Hemos anexado una propuesta de resolución de la Asamblea General para este fin.

Como exige el Artículo 28 de la Carta, los detalles de la relación entre los otros órganos de la Organización y la JID —la Asamblea General, el Consejo Permanente, la CSH, la Unidad para la Promoción de la Democracia, etc.— tendrá que establecerse en un acuerdo entre la Junta y la Organización autorizado por la Asamblea General y firmado por el Secretario General. Este mismo acuerdo podría obligar a la Junta a efectuar los cambios estructurales necesarios para introducir un mayor nivel de supervisión civil con respecto a las operaciones y actividades de la Junta y la conformación democrática de sus autoridades, como se menciona en la resolución AG/RES. 1848. Y si la Junta no cumple con este acuerdo una vez celebrado, la Asamblea General puede derogar su designación como Organismo Especializado.
 Recomendamos que si los estados miembros deciden designar a la Junta de Defensa como Organismo Especializado, instruyan al Secretario General para que incluya en el acuerdo con la Junta los cambios necesarios en la estructura de la Junta y en su relación con los órganos de la OEA que recomiende el Consejo Permanente, tras deliberar con la Junta. La propuesta de resolución anexa para la “Opción A” incluye estos puntos.

B.
La Junta como entidad

En lugar de designar a la JID como Organismo Especializado de conformidad con el Capítulo XVIII de la Carta, la Asamblea General, como alternativa, podría designarla como “entidad” con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta. Actualmente existen nueve entidades en esta categoría. Se trata de un grupo diverso que incluye a la CICAD, la CITEL, el Centro de Estudios de Justicia de las Américas, la Junta de Auditores Externos, el Comité Interamericano contra el Terrorismo, el Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano, el Comité Interamericano para la Reducción de los Desastres Naturales, el Tribunal Administrativo y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Aunque el Capítulo XVIII establece pautas para la formación y designación de Órganos Especializados y el Artículo 77 de la Carta regula la creación de los “órganos subsidiarios” y “organismos” mencionados en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta, la Carta no incluye directrices para el establecimiento o designación de las “otras entidades” que menciona el Artículo 53. En la práctica, la Asamblea General ha creado todas estas entidades, excepto una, mediante resolución y ha aprobado sus estatutos orgánicos. La única excepción es la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que se creó mediante un tratado. Pero incluso en el caso de la Corte, la Asamblea General aprobó su Estatuto orgánico.

Así pues, mediante resolución dictada como parte de sus facultades derivadas de los literales a y b del Artículo 54, la Asamblea General podría simplemente designar a la Junta Interamericana de Defensa como entidad de la Organización. También podría proceder a ir más allá y eliminar la Junta y crear en su lugar una nueva institución interamericana de defensa, con su propio estatuto. Existe otra alternativa más. La Asamblea General podría adoptar una resolución en la que designara a la Junta como entidad de la OEA sujeta a aprobación del Consejo Permanente ad referendum de la Asamblea General de un nuevo Estatuto Orgánico para la Junta (elaborado mediante deliberaciones con el Consejo de Delegados y los directivos de la Junta) para sustituir el actual Reglamento de la Junta que rige su estructura y operaciones. En caso de que los estados miembros decidan designar a la JID como “entidad” en lugar de Organismo Especializado, recomendamos la última de estas opciones, y hemos anexado una propuesta de resolución (“Opción B”) para tal fin.

C.
Cómo elegir entre Organismo Especializado y entidad

Una vez que los estados miembros decidan designar a la Junta como Órgano de la OEA, su elección de designarla como Organismo Especializado o como entidad probablemente tenga muy poco impacto material en el futuro funcionamiento de la Junta y en su relación con la OEA. La principal diferencia estructural entre estos dos tipos de entidades es que la relación entre los Organismos Especializados y otros órganos de la Organización se rige por disposiciones específicas del Capítulo XVIII de la Carta, la resolución AG/RES. 87 (II-O/72) y su acuerdo con la OEA. En el caso de las entidades, la relación se rige por un Estatuto aprobado por la Asamblea General.


Sería difícil seleccionar un tipo de órgano en lugar de otro en razón de la mayor visibilidad o importancia de uno de ellos. Ciertamente no es así. Todos los Órganos Especializados y entidades guardan una importancia jurídica relativamente igual para las áreas técnicas de su competencia. Indudablemente, varios de los Órganos Especializados, por tener mayor antigüedad que las entidades, han alcanzado un prestigio prominente en los asuntos interamericanos.
 En ese sentido, se puede pensar en particular en la OPS y el IICA. Al mismo tiempo, no puede decirse que las “entidades” integradas o reconocidas por la Asamblea General de acuerdo con el último párrafo del Artículo 53 de la Carta, entre ellas la CICAD y la CITEL, por ejemplo, tengan menor importancia o prominencia.


En el caso de la JID no podemos pensar en una razón legal para elegir designarla en uno u otro sentido. Sin embargo, por razones históricas, recomendaríamos que se la designara como Organismo Especializado en lugar de entidad. Todas las entidades se integraron después de que entraron en vigor las enmiendas al Artículo 53 que permitieron su establecimiento. La JID, empero, se cuenta dentro del grupo de instituciones técnicamente autónomas establecidas mediante tratados o por las Conferencias Internacionales Americanas antes de la Carta de 1948 que han sido designadas ya como Organismos Especializados. Históricamente, la JID pertenece a este grupo de organizaciones.

Anexos (Propuestas de Resoluciones de la Asamblea General) 

Opción A:
Organismo Especializado


Opción B:
Entidad

OPCIÓN A: ORGANISMO ESPECIALIZADO

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

MODERNIZACIÓN Y REFORMA DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO:


El Informe del Consejo Permanente sobre la Modernización y Reforma de la Junta Interamericana de Defensa, CP/doc._____/03,

CONSIDERANDO:


Que la Junta Interamericana de Defensa (la “JID” o la “Junta de Defensa”) se creó mediante una resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas en 1942, y fue fortalecida posteriormente mediante las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana, misma que dio origen a la OEA y a su Carta de 1948;


Que la Junta y la Organización de los Estados Americanos (la “OEA” o la “Organización”) comparten objetivos comunes con base en la Carta de la OEA en el sentido de garantizar la paz y la seguridad del hemisferio y el respeto por el principio de supervisión civil de las fuerzas armadas dentro del contexto de la democracia representativa;


Que mediante la resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93), la Asamblea General reiteró “la necesidad de definir la relación jurídica e institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos” y en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”;


Que la Asamblea General es el órgano supremo de la Organización facultado por el Artículo 54 de la Carta para “decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos... [y] dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del Sistema Interamericano”;

Que de conformidad con el Artículo 125 de la Carta, la Asamblea General determina qué instituciones intergubernamentales del Sistema Interamericano se han de designar como Organismos Especializados de la OEA con base en el Artículo 53(h) y el Capítulo XVIII de la Carta;


Que el Artículo 128 de la Carta establece que las relaciones entre los Organismos Especializados y la OEA se determinarán mediante acuerdos entre ellos y el Secretario General, previa autorización de la Asamblea General, y que la resolución AG/RES. 87 (II-O/72) establece las pautas para estos acuerdos.

RESUELVE:


1.
Designar a la Junta Interamericana de Defensa como un Organismo Especializado con base en el Artículo 53(h) y el Capítulo XVIII de la Carta de la OEA, sujeto a la entrada en vigor de un acuerdo entre la Junta de Defensa y el Secretario General en que se defina su relación, de conformidad con el Artículo 128 de la Carta;


2.
Encomendar al Consejo Permanente, en deliberación con la JID, que continúe su análisis de la relación entre la Junta y la Organización con el fin de modificar la estructura básica, instrumentos y relaciones de la JID con la OEA en la medida necesaria para institucionalizar el principio de supervisión civil y la formación democrática de sus autoridades.


3.
Autorizar al Secretario General a celebrar el Acuerdo a que hace referencia el párrafo resolutivo No. 1 anterior, tomando en cuenta las recomendaciones del Consejo Permanente e incorporándolas al Acuerdo.


4.
Solicitar al Secretario General que informe en el próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre los avances logrados en relación con dicho Acuerdo.

OPCIÓN B: ENTIDAD

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

MODERNIZACIÓN Y REFORMA DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO:


El Informe del Consejo Permanente sobre la Modernización y Reforma de la Junta Interamericana de Defensa, CP/doc._____/03,

CONSIDERANDO:


Que la Junta Interamericana de Defensa (la “JID” o la “Junta de Defensa”) se creó mediante una resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas en 1942, y fue fortalecida posteriormente mediante las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana, misma que dio origen a la OEA y a su Carta de 1948;


Que la Junta y la Organización de los Estados Americanos (la “OEA” o la “Organización”) comparten objetivos comunes con base en la Carta de la OEA en el sentido de garantizar la paz y la seguridad del hemisferio y el respeto por el principio de supervisión civil de las fuerzas armadas dentro del contexto de la democracia representativa;


Que mediante la resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93), la Asamblea General reiteró “la necesidad de definir la relación jurídica e institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos” y en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”;


Que la Asamblea General es el órgano supremo de la Organización facultado por el Artículo 54 de la Carta para “decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos... [y para] dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del Sistema Interamericano”;


Que el Artículo 53 de la Carta de la OEA incluye entre otros órganos de la OEA a “entidades” que “se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones”.

RESUELVE:


1.
Encomendar al Consejo Permanente, en estricta deliberación con la JID, que elabore y apruebe ad referendum de la Asamblea General un Estatuto para la JID para sustituir su actual Reglamento y modificar su estructura básica y su relación con la OEA en la medida necesaria para institucionalizar el principio de supervisión civil y la formación democrática de sus autoridades.


2.
Designar a la Junta Interamericana de Defensa como una “entidad” de la Organización con base en el Artículo 53 de la Carta de la OEA, sujeto a la subsecuente aprobación del Estatuto de la JID por el Consejo Permanente y la Junta ad referendum de la Asamblea General, y establecer que la situación de la JID como entidad de la OEA entrará en vigor legalmente una vez que su Estatuto sea aprobado por el Consejo Permanente y la Junta.


3.
Solicitar al Consejo Permanente que presente el Estatuto de la JID aprobado por el Consejo y la JID para consideración de la Asamblea General en su próximo período ordinario de sesiones.
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1.	En el Artículo 53 se enumeran los órganos de la Organización. El último párrafo de este Artículo es una disposición global que señala que “se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones, los órganos subsidiarios, organismos y las otras entidades que se estimen necesarios”. Algunos ejemplos de las entidades más conocidas de la Organización que se consideran órganos de la OEA según esta disposición son la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (“CICAD”), la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (“CITEL”), el Tribunal Administrativo de la OEA (“OASAT”) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La CICAD, la CITEL y el OASAT se crearon mediante resoluciones de la Asamblea General. La Corte se creó con base en un Tratado Interamericano —la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos— pero su Estatuto fue aprobado por la Asamblea General dentro del marco de la Convención. 


2.	“La Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa”, CP/CHS-264/00, rev. 1. Este documento elaborado por la SAJ en 2000 elude el tema de la situación de la Junta. En la introducción (p.1) describe la Junta como “parte del conjunto de instituciones que constituyen el Sistema Interamericano” y no como un órgano de la OEA. Pero más adelante, al discutir las opciones sobre las medidas que pueden adoptarse con respecto a la relación entre la Junta y la OEA, sugiere que la Junta es una “entidad” de la Organización y por ende uno de sus órganos. Específicamente, declara:





Las alternativas que se han explorado sobre la relación institucional de la Organización de los Estados Americanos con la Junta Interamericana de Defensa son las siguientes: Mantener el status quo considerando a la Junta como entidad de la Organización que presta asesoría y servicios consultivos “de carácter técnico-militar que en ningún caso podrán tener naturaleza operativa”.


3.	Departamento de Asuntos Jurídicos, Situación de la Junta Interamericana de Defensa con respecto a la Organización de los Estados Americanos, CP/doc.856/78.


4.	F.V. García Armador, Sistema Americano, a través de tratados, convenciones y otros documentos, Vol. 1, Asuntos Jurídicos Políticos (Subsecretaría de Asuntos Políticos, Washington, D.C. 1981), pág. 72


.


5.	Informe DAJ 1978, pág. 8.


6.	El subrayado es nuestro. 


7.	“First Meeting of the Inter-American Defense Board”, en Bulletin of the Pan American Union, Vol. LXXVI, No. 6 (Junio de 1942), pág. 337.





8.	El punto de divergencia entre estas dos posturas se refiere a la importancia de que esta designación legal no exista. El Informe DAJ y García Armador opinan que la carencia de un instrumento legal formal que designe a la Junta como órgano no es determinante, pues tiene todas las demás características de un órgano. Quienes se muestran renuentes a categorizar a la Junta como órgano mantienen que sin esta designación formal no puede serlo.


9.	Así pues, como resultado del amplio ejercicio de “Fortalecimiento de la OEA” que emprendió el Consejo Permanente a fines de la década de los ochenta y principios de los noventa, la Asamblea General en 1993 adoptó la resolución AG/RES. 1240 (XXIII-O/93), que resolvió:





a.	Reiterar la necesidad de definir la relación jurídico-institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos y tomar una decisión al respecto en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de l a Asamblea General. [y]





b.	Exhortar al Consejo Permanente a concluir, con los servicios de asesoría necesarios, los estudios, informes y proyectos necesarios para decidir, con base en la Carta y otros instrumentos del Sistema Interamericano, respecto a las opciones para la relación jurídico-institucional y la competencia y funcionamiento de la Junta Interamericana de Defensa.”





10.	Carta de la OEA, Capítulo VIII, Artículos 126 y 127. Una de las funciones de las Agencias Especializadas es establecer relaciones de cooperación con otras organizaciones internacionales en sus áreas de especialización, pero al hacerlo deben “mantener su identidad y posición como parte integrante de la Organización de los Estados Americanos”. Ibid., Artículo 129.





11.	Véanse, por ejemplo, la Convención sobre el Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas, abierta a la firma en 1944, cuyo sucesor fue la Convención del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura de 1979; el Código Sanitario Panamericano, ratificado por las 21 repúblicas americanas para 1936; la Convención para el Establecimiento del Instituto Indigenista Interamericano de 1943.


12.	La CIM y el IPGH fueron establecidos mediante resoluciones de la Sexta Conferencia Internacional Americana en La Habana en 1928. El IIN se creó mediante una resolución del Cuarto Congreso Panamericano del Niño en 1924 en Montevideo y se convirtió en institución permanente en la Octava Conferencia sobre la Niñez en Washington, D.C., en 1942.


13.	Véanse los siguientes documentos, reimpresos en La Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa, elaborado por el Departamento de Derecho Internacional, CP/CSH-264/00 rev.1: Resolución XXXIX de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, 1942, instituido por el Consejo Directivo Especial de la Unión Panamericana en el informe del Comité Especial del Consejo Directivo de la Unión Panamericana nombrado para considerar la Resolución XXXIX de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas sobre el Establecimiento de una Junta Interamericana de Defensa; Resolución IV de la Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y de la Paz (México, 1945; en la que se continuó con el ejercicio de la Junta); Resolución XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana, en la que se estableció la Junta como la Secretaría para la Junta Consultiva de Defensa. 


14.	En este sentido, el Artículo 3 de las Normas ISO establece que : 





La Asamblea General podrá revocar la calificación de Organismo Especializado Interamericano, previo informe del Consejo respectivo que indicará los puntos de vista del organismo de que se trata, cuando considere que ha dejado de reunir las condiciones establecidas en la Carta y en el artículo 1.b de estas normas.


15.	Véase el Informe Anual 2002, CP/doc.3602/02 rev. 1, Organigrama, pág. vii. 


16	Resolución AG/RES. 448 (IX-O/79).





17.	Todas las entidades se crearon después de entrar en vigor las reformas a la Carta de 1966, las que en el Artículo 53 reconocieron la facultad de la Asamblea General para establecerlas. 


18.	Estamos conscientes de que la Junta ha establecido un Grupo de Trabajo sobre modernización para estudiar cuestiones relativas a si se debe extender automáticamente a todos los estados miembros de la OEA la membresía en la Junta; si la Junta debe entablar relaciones más formales con la CSH; si debe cambiarse el nombre de la Junta, y si su presidencia se debe rotar entre todos los estados miembros. Estas son cuestiones de carácter político y deben responderse de acuerdo con la voluntad de los estados miembros. No existe una forma legalmente correcta o incorrecta de responderlas. Sin embargo, una vez que se hayan decidido, deben incorporarse ya sea a un acuerdo entre la Organización y la Junta, si se selecciona la opción del Organismo Especializado, o a un nuevo Estatuto de la Junta, en caso de que se decida designar a la Junta como entidad con base en el último párrafo del Artículo 53 de la Carta.





